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Santiago, 7 de junio de 2010

REF: Solicita información que indica en relación a proyecto de ley sobre jurisdicción y competencia de los tribunales militares y procedimiento ante ellos (Boletín Legislativo Nº 6739-02) y proyecto de ley sobre delitos militares y sus penas (Boletín Legislativo Nº 6734-02). 

H. Diputado 

Sr. Alberto Cardemil

Presidente Comisión de Defensa Nacional

Cámara de Diputados

El Observatorio Parlamentario se constituye en enero de 2006 para informar a la ciudadanía sobre el desempeño de sus representantes en el Congreso Nacional, fortalecer la relación entre éstos/as y sus representados/as, e incidir en la aprobación de proyectos de ley relevantes en materia de derechos humanos y democracia. Está integrado por Corporación Humanas -organización que coordina-, Centro de Derechos Humanos de la Universidad Diego Portales, Fundación Ideas, Centro de Estudios de la Mujer CEM y el Observatorio Ciudadano.

Como es de su conocimiento, la modificación sustantiva a la jurisdicción militar, para limitarla únicamente al juzgamiento de crímenes militares cometidos por militares y garantizar el debido proceso, es una de las obligaciones impuestas por la Corte Interamericana de Derechos Humanos al Estado de Chile, en la sentencia pronunciada en el caso Palamara Iribarne.

En noviembre de 2005, la Corte Interamericana de Derechos Humanos –cuya jurisdicción ha sido reconocida por Chile por lo cual resulta de obligatorio cumplimiento- condenó al Estado por violación a un conjunto de garantías protegidas por la Convención Americana de Derechos Humanos en la referida sentencia, particularmente señalando que “la jurisdicción tan extensa que tienen los tribunales militares en Chile que les otorga facultades de fallar causas correspondientes a los tribunales civiles no es acorde con el artículo 8.1 de la Convención Americana” 
.

El derecho al debido proceso -consagrado por la Convención Americana de Derechos Humanos (Art. 8º) y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (Art. 14), entre otros tratados internacionales vigentes en Chile- constituye uno de los pilares del ordenamiento jurídico nacional y del Estado de Derecho. Así lo dispone la Constitución Política de la República en su Art. 19 Nº 3. De allí la relevancia de ajustar la legislación nacional a los estándares internacionales en la materia y cumplir las precisas obligaciones impuestas a nuestro país.

En la sentencia referida, la Corte Interamericana dispone la obligación del Estado de Chile de adecuar:

“el ordenamiento jurídico interno a los estándares internacionales sobre jurisdicción penal militar, de forma tal que en caso de que considere necesaria la existencia de una jurisdicción penal militar, ésta debe limitarse solamente al conocimiento de delitos de función cometidos por militares en servicio activo. Por lo tanto, el Estado debe establecer, a través de su legislación, límites a la competencia material y personal de los tribunales militares, de forma tal que en ninguna circunstancia un civil se vea sometido a la jurisdicción de los tribunales penales militares... El Estado debe garantizar el debido proceso en la jurisdicción penal militar y la protección judicial respecto de las actuaciones de las autoridades militares”
.

En el mismo sentido se han pronunciado el Comité de Derechos Humanos, el Comité contra la Tortura, así como el Consejo de Derechos Humanos de Naciones Unidas.

Al respecto señaló el Comité de Derechos Humanos:

“El Comité observa con preocupación la persistencia de la jurisdicción de los tribunales militares chilenos para procesar a civiles por cuestiones civiles, que no es compatible con el artículo 14 del Pacto. Al Comité le preocupa también la redacción del artículo 330 del Código de Justicia Militar que podría conducir a una interpretación que permitiera el empleo de “violencias innecesarias”. (Artículos 7 y 14 del Pacto). El Estado parte debería agilizar la adopción de la ley que modifique el Código de Justicia Militar, limitando la jurisdicción de los tribunales militares únicamente al enjuiciamiento de personal militar acusado de delitos de carácter militar exclusivamente; verificando que esta ley no contenga ningún precepto que pueda permitir violaciones de los derechos establecidos en el Pacto”
.

En tanto el Comité contra la Tortura indicó:

“El Comité observa con preocupación las demoras que retrasan la adopción definitiva de la reforma del Código de Justicia Militar, que ha recomendado el Comité insistentemente al Estado parte. (Artículo 2). El Comité recomienda al Estado parte que agilice el proceso de adopción de la ley que modifica el Código de Justicia Militar, por medio del cual se establecen límites a la competencia material y personal de los tribunales militares. Asimismo, el Comité reitera al Estado parte que elimine el principio de obediencia debida del Código de Justicia Militar”
.

Además, en el Examen Periódico Universal rendido por el Estado de Chile en 2009 ante el Consejo de Derechos Humanos de Naciones Unidas:

“Chile examinó las recomendaciones formuladas durante el diálogo interactivo y dio su apoyo a las que figuran a continuación: 46. Revisar las disposiciones aplicables al funcionamiento de los tribunales militares en tiempo de paz para cumplir con las normas internacionales (Francia) y aprobar una reforma del Código de Justicia Militar que permita ajustar su sistema judicial a las normas internacionales de derechos humanos (Nicaragua); 47. Proseguir los esfuerzos para revisar la jurisdicción militar en lo que atañe a los civiles y reformar el Código de Justicia Militar en consecuencia (Argentina); 48. Eliminar la posibilidad de aplicar la jurisdicción militar a los civiles (España); revisar la legislación para poner fin al enjuiciamiento de civiles por los tribunales militares (Azerbaiyán); ajustar el sistema de justicia militar a las normas internacionales para garantizar el derecho a un juicio imparcial (Suiza); 49. Suprimir la jurisdicción de los tribunales militares sobre los civiles y revisar las normas de procedimiento penal para ajustarlas plenamente a las normas internacionales de juicio imparcial, y respaldar plenamente el proyecto de ley redactado con tal fin (República Checa); cerciorarse de que la reforma de la jurisdicción de los tribunales militares disponga que éstos no pueden entender de causas civiles, de conformidad con las normas internacionales de derechos humanos (Canadá, Suiza)”
.

En razón de ello es que el Observatorio Parlamentario expresa a la Comisión de Defensa Nacional que Ud. Preside, la preocupación por el retardo en la discusión de las iniciativas legislativas que permitirían al Estado de Chile dar cumplimiento a las obligaciones que en este ámbito mantiene pendientes. En particular teniendo presente el informe favorable que al respecto ha emitido la Corte Suprema en diciembre pasado, señalando “En primer término, y más allá del debate que puedan generar algunas de las normas propuestas, resulta sin duda positivo que esta iniciativa de ley aborde una reforma global al procedimiento penal militar -con abandono del modelo inquisitivo- poniéndolo a tono con las exigencias vinculadas al inicio de una nueva institucionalidad, procedimientos y régimen legal que someterán sus normas al respeto y cumplimiento de los derechos fundamentales establecidos en la Carta Fundamental y los tratados internacionales ratificados y vigentes en el país. No se trata, por ende, de un simple proceso de modernización, sino de algo más profundo, “la garantía de un estatuto jurídico que tutele los derechos fundamentales, tanto de militares como de civiles”
.

Al respecto y en atención a recientes declaraciones formuladas por el Presidente y un integrante  de la Comisión de Defensa Nacional respecto de la agenda legislativa de la Comisión (Departamento de Prensa de la Cámara de Diputados, 12 de mayo de 2010), nos interesa conocer cuáles son los proyectos de ley que la Comisión debatirá en los próximos meses de acuerdo a las prioridades planteadas por el Ministerio de Defensa en la sesión del 20 de abril como en el debate de los legisladores miembros de la misma el pasado 11 de mayo.

En especial nos interesa conocer cuál es el orden de prioridad que se le ha asignado al debate del proyecto de ley sobre jurisdicción y competencia de los tribunales militares y procedimiento ante ellos (Boletín Legislativo Nº 6739-02), así como al proyecto de ley sobre delitos militares y sus penas (Boletín Legislativo Nº 6734-02).

Asimismo, por su intermedio, consultamos a la Comisión de Defensa Nacional acerca de las razones por las cuáles no se encuentran disponibles en el sitio web de la Cámara de Diputados, en la  sección especial de la Comisión, las actas de las sesiones de trabajo legislativo semanal.

En espera de una pronta respuesta a las informaciones solicitadas, le saluda cordialmente,

Camila Maturana Kesten

Programa de Seguimiento Legislativo de Corporación Humanas

Coordinadora del Observatorio Parlamentario

Corporación Humanas. Suecia 164 A. Providencia. Santiago. www.humanas.cl

Teléfonos: (56-2) 2532128 – 2532140. Fax: (56-2) 3333961
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